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En Mayo del corriente año, un Tribunal Arbitral Ad Hoc emitió un laudo con relación al Caso 12.159 “Santillán Gabriel vs. República Argentina” del registro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que estipula reparaciones a favor de la familia de Gabriel Santillán. El laudo reporta varios puntos interesantes que merecen su comentario.
I.- Consideraciones generales.-

A comienzos de Diciembre de 1991, Gabriel Egisto Santillán de 15 años de edad, fue gravemente herido por un disparo originado en un arma de fuego de personal policial cuando caminaba del colegio hacia su casa. Esa herida le ocasionó una contusión pulmonar bilateral, neumotórax y paraplejia por lesión traumática de columna dorsal. Cinco días después falleció por esas heridas.

La policía de la Provincia de Buenos Aires intentó desde el inicio evitar que sea inculpada por dicho acto. Con tal objeto actuó negligentemente. Según el detalle que efectúa el laudo referenciado, no preservó el lugar donde ocurrió el hecho, no sacó fotos ni demarcó la posición del cuerpo ni  recogió el proyectil que atravesó el cuerpo de Santillán. 
Por falta de pruebas –consecuencia de la mala instrucción-, el Juzgado en lo Criminal y Correccional nro. 5 del Departamento Judicial de Morón dictó en Septiembre de 1993, el sobreseimiento provisorio considerando que la causa de muerte de Santillán fueron disparos que no emanaron del personal policial.
La Cámara confirmó dicha resolución y finalmente, en Mayo de 2001 se autorizó la destrucción del expediente.

Frente a la actuación policial tendiente a encubrir el hecho delictual y las irregularidades cometidas durante el proceso penal que impidieron esclarecer el fallecimiento del menor de edad, la familia Santillán presentó en Enero de 1999 una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por violación de parte de la República Argentina de los arts. 4, 5, 8 y 25 en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
.
II.- El Procedimiento ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.-

Los mecanismos convencionales de protección de los derechos humanos en el Sistema Interamericano tienen su expresión más significativa en el Pacto de San José de Costa Rica
.
Estos mecanismos, también llamados garantías primarias superestatales
 se encuentran complementados por las garantías jurisdiccionales o semijurisdiccionales supraestatales.
En efecto, la consagración normativa de la existencia de derechos inalienables a todo ser humano carecería de relevancia si no se estableciera conjuntamente un sistema destinado a su protección efectiva
. En el caso interamericano, las garantías jurisdiccionales o semijurisdiccionales se encuentran representadas en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y en la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CorteIDH).
El Sistema Interamericano posee características diferenciadas del sistema universal, europeo y africano. En particular, es más complejo
 ya que se basa en dos instrumentos: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre
 y la Convención, con dos órganos que apoyan su jurisdicción en ellos: la CIDH y la Corte.
La Comisión es una institución con competencias consultivas, protectoras y de  control, compuesta por siete miembros. Pueden acceder a la misma los Estados y los particulares.
La Corte, si bien posee funciones consultivas, protectoras y de control que comparte con la CIDH, en lo que se refiere a su competencia contenciosa, no es automática y primaria ya que sólo puede someterse a su estudio todo asunto que haya sido previamente tratado por la CIDH
.

Asimismo, sólo pueden acceder a la Corte los Estados
 y podrá ejercer su jurisdicción siempre y cuando los Estados lo consientan expresamente
.

En el caso “Santillán” aquí analizado, los familiares hicieron su presentación ante la CIDH –quien posee la competencia primaria-. 

Una de las funciones más importantes de la Comisión es el examen de peticiones o denuncias individuales que alegan violaciones de derechos humanos
. 
La CIDH invita al peticionario y al Estado para explorar una solución amistosa. De no ser esto posible, la Comisión puede recomendar medidas específicas para remediar la violación o puede optar por elevar las actuaciones a la Corte.
 En el caso aquí referenciado, los actores y el Estado argentino arribaron a una solución amistosa. Esa solución amistosa implicó el reconocimiento, de parte de la República Argentina de su responsabilidad internacional por violación del Pacto  de San José y la determinación de las reparaciones pecuniarias debidas a los peticionarios.

Con el objeto de fijar esas reparaciones, las partes decidieron convocar un Tribunal Arbitral Ad Hoc. Esta es una práctica que está cobrando mayor relevancia en el sistema interamericano
.
III.- La Internacionalidad del caso.-

El Tribunal Arbitral Ad Hoc del caso “Santillán Gabriel vs. República Argentina” en el laudo comentado, especifica que el derecho aplicable al caso serán diversos instrumentos internacionales convencionales, como así también los criterios jurisprudenciales sobre reparaciones fijados por los tribunales internacionales de los diversos sistemas de protección de los derechos humanos y la equidad.
El Tribunal, al recurrir a las fuentes internacionales presupone que el caso es “internacional”. 

Si analizamos los elementos personales del caso y el lugar en donde se perpetraron los hechos, todos ellos nos llevan a la República Argentina. En suma, este caso no tendría contactos con otros Estados y se presentaría como local.
Sin embargo, existen las llamadas situaciones subjetivamente internacionales
 que son aquellas cuyos elementos –la totalidad de ellos- están vinculados exclusivamente con un país, pero se plantean ante autoridades internacionales. La situación es internacional sólo desde el punto de vista de la autoridad que conoce en la misma (en el caso aquí comentado la CIDH).
Asimismo, cuando se comete una violación grave de obligaciones emanadas de normas imperativas de derecho internacional general, afecta a la comunidad internacional en su conjunto y su comisión trasciende la relación local entre el autor y la víctima
.

Ciertamente, los tratados sobre derechos humanos incluyen obligaciones asumidas erga omnes que trascienden el cumplimiento de prestaciones recíprocas
. Su objeto es garantizar los derechos fundamentales de los seres humanos, independientemente de su nacionalidad o domicilio, tanto frente a su propio Estado como frente a los otros Estados contratantes.
IV:- Litigiosidad internacional.-
El laudo del caso “Santillán” da cuenta de la posibilidad de que un particular pueda litigar contra el Estado en el ámbito internacional. Esta es una práctica bastante reciente.

Ante un acto ilícito internacional de un Estado en perjuicio de un individuo, la regla general sigue siendo que el individuo perjudicado no puede entablar una acción o presentar una petición ante órganos internacionales
. El particular debe recurrir a la jurisdicción interna del Estado que cometió el ilícito.
Sin embargo, el derecho internacional ha evolucionado recientemente permitiendo, en ciertas áreas, que un particular pueda demandar al Estado en el plano internacional.

Indudablemente, la práctica suele mayor ante órganos de carácter no judicial, como los tribunales de arbitraje y ciertos organismos especializados.

En efecto, en materia de derechos humanos los individuos pueden acceder a órganos de arbitraje o a órganos de garantía y control (como la CIDH)
.

V.- Reparación adecuada del daño

El Tribunal Arbitral Ad Hoc del caso analizado ratifica el principio de que frente a una violación de una obligación en materia  de derechos humanos que resulte imputable al Estado, comporta el deber de reparar adecuadamente el daño causado y hacer cesar las consecuencias de la violación
.
Esta es una consecuencia ineludible de la responsabilidad internacional del Estado por violación de normas de ius cogens.

Tiene su sustento normativo en el art. 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 y su sustento jurisprudencial en los casos resueltos por la Corte IDH.
El Sistema Interamericano pretende remediar la situación de las víctimas de un caso particular, así como ser una herramienta de utilidad para resolver los problemas estructurales o sistemáticos que permitieron violaciones denunciadas o impidieron la tutela oportuna de los derechos. Por esta razón, las medidas de reparación comprenden tanto aquellas que buscan garantizar que los hechos no se repitan como aquellas que buscan indemnizar económicamente los daños materiales y morales
.
En lo referente a la indemnización, ésta debe reunir las características de “adecuada” y “compensatoria”. Las indemnizaciones no buscan ni el enriquecimiento ni el empobrecimiento de las víctimas o sus herederos. La reparación se enfoca en hacer desaparecer los efectos de las violaciones, no en la imposición de penas
.
En el caso “Velásquez Rodríguez vs. Honduras” la Corte IDH fue más allá al exigir que la indemnización sea justa y comprensiva de las reparaciones a los familiares de la víctima de los daños y perjuicios materiales y morales que sufrieron.

La indemnización debe comprender, además del daño material y moral, el daño al patrimonio familiar, que consiste en el perjuicio o trastorno económico ocasionado al grupo familiar como consecuencia de lo sucedido
.

El laudo del caso “Santillán” repara en la integralidad de la indemnización, reconociendo el daño material, el daño patrimonial familiar y el daño inmaterial.

El daño inmaterial es el equivalente al daño moral del derecho civil y comprende los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas y a sus allegados. Comprende asimismo el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su familia
.

Dentro de la categoría “daño inmaterial”, el Tribunal Arbitral Ad Hoc del caso “Santillán” incluye el daño ocasionado por pérdida de hijo. En este sentido, adopta una posición mucho más favorable que la que adoptó la Corte IDH en algunos casos en donde consideró que la sentencia constituye per se una reparación suficiente del daño o que la obtención de una sentencia por parte de las víctimas, como culminación de un proceso que ampare sus pretensiones, es por sí misma una forma de satisfacción
.
El monto de la indemnización por daño inmaterial se fija en términos de la equidad al resultar imposible asignarle un valor preciso.

Finalmente, podemos mencionar que el laudo aquí referenciado no incluye reparaciones no pecuniarias, como las disculpas públicas o las que determinan la publicación de las decisiones, o las que imponen programas de formación o capacitación en derechos humanos. En este sentido, el Tribunal Arbitral Ad Hoc del caso “Santillán” continuó con la tendencia que está marcando la Corte IDH en restringir este tipo de reparaciones por no guardar conexidad con hechos bajo análisis
.
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